En Buenos Aires, a los 3 días del mes de noviembre del año dos mil diez, hallándose reunidos los señores jueces de la Sala "M" de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, Dres. Mabel De los Santos, Elisa M. Diaz de Vivar y Fernando Posse Saguier, a fin de pronunciarse en los autos "B., D. C. c/ Municipalidad de Moreno y otros s/ daños y perjuicios", el Dr. Posse Saguier dijo: 

I.- En el presente proceso D. C. B. promovió acción contra la Municipalidad de Moreno, los Dres. Denise Fastman, Luis Eduardo Agüero y Viveros, y contra el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, por cobro de la cantidad de $130.000, con más sus intereses y costas, en concepto de los daños y perjuicios ocasionados a su persona derivados de la negligencia médica que atribuyó a la atención dispensada por los profesionales mencionados en el Hospital Mariano y Luciano de la Vega, de la ciudad de Moreno, provincia de Buenos Aires. Luego, a fs. 173, desistió de la demanda entablada contra el último de los médicos nombrados y contra el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires. 

Relató que el día 15 de enero de 1999 fue sometida en el hospital referido a una cirugía para extraerle la vesícula biliar que se encontraba ocupada por cálculos. Sostuvo, que se la preparó y se comenzó con la cirugía por vía laparoscópica ".procedimiento moderno para casos sencillos.", y que durante la intervención ocurrió un accidente que consistió en la sección o corte de la vía biliar principal, dada la dificultad que significó la liberación de numerosas adherencias.Agregó, que los médicos, invocando la estrechez decidieron diferir la reconstrucción de la vía biliar derivándola a un centro más experimentado para eventualidades como la descripta (Hospital General de Agudos Cosme Argerich de esta Capital Federal). Indicó, que allí se le practicó a los pocos días -el 18 de enero- una bihepático yeyuno anastomosis por sección del conducto hepático común a nivel del carrefour. 

Señaló que, como consecuencia de las cirugías, presenta en la actualidad una eventración en su abdomen superior cono resultado de la separación de los tejidos que componen la pared abdominal a nivel de la cicatriz, y también una lesión visceral, consistente en la extirpación de elementos de la vía biliar y nuevas uniones entre lo biliar y el intestino, con alteración del funcionamiento digestivo y propensión a infecciones biliares y urinarias. 

La sentencia de primera instancia (fs. 713/31) desestimó la pretensión incoada por la accionante y le impuso las costas del proceso. 

Contra dicho pronunciamiento se alzó solamente la señora B. (fs. 733), quien expresó agravios a fs.824/41, los que recibieron respuesta de la citada en garantía "Royal & Sun Alliance Seguros (Argentina) S.A." de fs. 849/50, de la Municipalidad de Moreno de fs. 854/59 y del codemandado Luis Eduardo Agüero de fs. 861/64. 

II.- Por de pronto, resulta propicio recordar -tal como lo he venido sosteniendo en precedentes similares al presente (causas libres nrs. 270.522 del 13/3/2000, 285.413 del 14/6/2000 y 326.489 del 24/4/02, entre muchas otras)- que la obligación asumida por el facultativo frente al paciente reviste, en principio, el carácter de una obligación de medio y no de resultado, consistente en la aplicación de su saber y de su proceder en favor de la salud del enfermo. Aunque no está comprometido a curar al enfermo sí lo está a practicar una conducta diligente que normal y ordinariamente pueda alcanzar la curación.De ahí que el fracaso o ausencia de éxito en la prestación de los servicios no signifique incumplimiento. Sólo excepcionalmente la obligación del médico puede ser de tipo delictual (conf.: Llambías, J.J. "Tratado de Derecho Civil -Obligaciones-" t. I, págs. 207, 211, núms. 171 y 172; Alsina Atienza, D. "La carga de la prueba en la responsabilidad del médico. Obligaciones de medio y de resultado", en J.A. 1958-III-587; Bustamante Alsina, J. "Teoría General de la Responsabilidad Civil", pág. 183, núm. 31; CNCiv. Sala "C" en L.L., 115-116). 

Es decir, si bien el interés final y que da sentido a la obligación es la curación o mejoría del paciente, hay que destacar que el interés primario lo constituye la actividad profesional diligente del galeno, que la cumplirá actuando de acuerdo con la lex artis, es decir, con la pericia, la ciencia y la técnica requerida por el caso en cuestión (conf. Calvo Costa, Carlos A., "Daños ocasionados por la prestación médico asistencial", p. 132; Alterini, Jorge H., "Obligaciones de resultado y de medio", Enciclopedia Jurídica Omeba, t.IX, p. 706, punto XI; Llambías, J. J., "Tratado de Derecho Civil Obligaciones", t. I, p. 211, nº 171; C.N.Civ. Sala "A", E.D. 74 560, etc.), por lo que en principio debe el interesado probar la culpa de aquél por el perjuicio sufrido en el desarrollo de su tratamiento y atención (conf. Bustamante Alsina, Jorge, trabajo mencionado en segundo término; C.N.Civ. Sala "C" L.L. 1976 C 63 y jurisprudencia allí citada). 

Por otro lado, la prueba de la culpa es indispensable porque ella, además de la responsabilidad que implica, contiene también la demostración del incumplimiento de la obligación de prestar asistencia adecuada que toma a su cargo el ente asistencial y, en su caso, la obra social.Y, precisamente, la prueba de la existencia de esa conducta culposa o negligente corre por cuenta de quien la invoca, debiendo apreciarse la actuación médica conforme a los criterios generales contenidos en los arts. 512  y 902  del Código Civil. Ello, claro está, sin perjuicio del deber moral e inclusive jurídico del accionado, de colaborar en el esclarecimiento de la verdad de lo ocurrido. 

Además, a mi juicio, para juzgar la responsabilidad de los médicos no corresponde aplicar un criterio riguroso, hasta el punto de subordinarlo sólo a "errores groseros y evidentes de diagnóstico o tratamiento, de ausencia de un mínimo de prudencia en la atención, o de negligencia grave, ignorancia inexcusable o falta manifiesta", ya que ello importaría apartarse de aquellas pautas legales genéricas para someterla a patrones específicos que vendrían a contrariarlas sin razón que lo justifique. 

En orden a la determinación de la imputabilidad es necesario atenerse a las previsiones del art. 512 ya mencionado, que enuncia el concepto de culpa y contiene las premisas fundamentales para su valoración. Y, del juego armónico de esa disposición con el precepto contenido en el art. 902 también citado, que dispone que "cuanto mayor sea el deber de obrar con prudencia y pleno conocimiento de las cosas, mayor será la obligación que resulte de las consecuencias posibles de los hechos", lleva a concluir que no corresponde un apartamiento de las reglas generales que rigen en materia de culpa. 

Y, no puede ser de otro modo, ya que la atención médica, que tiende naturalmente a proteger la salud, y por ende la vida misma de una persona, obliga a los máximos cuidados y a poner la necesaria aptitud en el ejercicio de esa delicada actividad profesional, a tal punto que cualquier imprudencia o descuido adquiere, sin duda, singular gravedad.Claro está que lo dicho no puede obrar en el ánimo del juzgador a modo de preconcepto ni debe servir para morigerar la significación de las demás particularidades de cada caso, las cuales deben ser ponderadas en su totalidad, como mejor manera de efectuar una adecuada aplicación de la norma del art. 902, debidamente armonizada con la establecida en el art. 512 (conf.: Sala "F", en causas libres nºs 251.555 del 27/5/99, 392.208 del 30/08/04, entre muchas otras). 

En función de tales lineamientos y de las pruebas arrimadas a la causa, es que habré de examinar los agravios. 

III.- Paso ahora a describir las quejas formuladas por la actora. 

a) En primer término se quejó de que el primer sentenciante haya indicado que la responsabilidad de los profesionales que la asistieron, por tratarse de médicos de un hospital público, debía ser juzgada por las normas de la responsabilidad civil extracontractual. 

Así, citó y transcribió abundante doctrina relativa a esta cuestión, y sostuvo que el médico que se desempeña en un hospital público no es un funcionario o empleado público en tanto y en cuanto realice trabajos inherentes al ejercicio profesional, y agregó, que la jurisprudencia nacional nunca ha considerado al médico en forma diferente según se desempeñe en un establecimiento estatal o privado. Por ello, indicó que puede afirmarse "sin discusión alguna" que la acción debió haberse enmarcado en el ámbito de la responsabilidad contractual. 

En este orden de ideas, la apelante enumeró las razones por las cuales -a su entender-, la acción de los médicos debe ser encuadrada en la órbita contractual. 

Desde otro lado, sostuvo que con relación al hospital demandado la responsabilidad debe respaldarse en el art.1113  del Código Civil, ya que la obligación tácita de seguridad de éste constituye una obligación de resultado, porque no está en discusión que la lesión en el colédoco se produjo durante el acto quirúrgico por el accionar del elemento cortante en la zona. Así, agregó que el daño se originó en un riesgoso y/o deficiente funcionamiento del aparato con el que se efectuó la laparoscopía. 

Luego, la recurrente efectuó comparaciones entre el "paciente rico" y el "paciente pobre" que a mi entender no resisten el menor análisis por lo que propongo que se desestimen. 

Transcribió doctrina y jurisprudencia relativa a la obligación de seguridad a cargo de los centros de salud, y a la órbita desde la cual ésta debe ser analizada. 

Finalizó la queja en cuestión reiterando que los hechos descriptos en la demanda encuadran en el ámbito de la responsabilidad contractual y que el hospital está obligado al deber tácito de seguridad cuando utiliza instrumental de su propiedad (en este caso se operó a la actora mediante videolaparoscopía y con elementos cortantes, que constituyen una cosa riesgosa), debiendo aplicarse a su resp ecto el art. 1113, 2da parte del Código Civil. 

Sin perjuicio de lo que diré más adelante, destaco desde ahora que esta cuestión vinculada al carácter riesgoso del instrumental (elemento cortante: tijeras o bisturí utilizados a través de la video cámara) recién fue introducida por B. en la expresión de agravios, por lo que propiciaré que no sea tenida en cuenta en esta instancia. 

b) Como segundo agravio la actora transcribió partes de la sentencia y reiteró, que el no endilgar reproche alguno al actuar de los médicos -es decir, aún suponiendo que no hubo culpa de éstos-, no releva al propietario, en este caso al hospital, de la responsabilidad respecto del uso de la cosa riesgosa, atento su riesgoso funcionamiento.Además de lo ya expuesto, resalto que la actora no ha comprobado en autos -por medio alguno- que el aparato de videolaparoscopía (con sus elementos cortantes, tijera o bisturí) que fue introducido por los agujeros realizados en su abdomen, hubiera funcionado mal, en el momento de la intervención. 

Transcribió doctrina, aludió a la carga de la prueba en hechos como el que nos ocupa, e insistió sobre el punto señalando que la responsabilidad de la Municipalidad de Moreno es independiente del obrar culposo de los médicos demandados porque ella tiene derecho a la salud, siendo obligación del ente municipal poner los medios técnicos en condiciones para que el paciente no resulta dañado. 

Luego, transcribió partes de varios fallos que consideró aplicables al caso y favorables a su postura. 

Así las cosas, y sin perjuicio de los parámetros ya sentados en el pto.II, destaco que respecto de la responsabilidad del establecimiento hospitalario y de la obra social, se ha dicho que juntamente con la del médico respecto del paciente, son de naturaleza contractual, el profesional responde por su culpa y las otras dos por haber asumido una obligación tácita de seguridad objetiva de acuerdo a la doctrina del artículo 504 del Código Civil. 

Con referencia a las obras sociales (aunque en el caso no hay ninguna obra social demandada), repito que también el vínculo es -respecto del paciente- de origen contractual, ya sea que se sustente en una obligación de garantía en beneficio de los afiliados o en una estipulación a favor de terceros. Enseña Bueres, que la figura de la estipulación a favor de terceros es útil para perfilar la relación generada entre una entidad sanatorial o un médico y las obras sociales. Ello es así, por cuanto entre ellos se configura un contrato en beneficio del paciente afiliado a la obra social.Es decir, respecto del paciente hay una obligación de garantía o seguridad del establecimiento hospitalario y la obra social, pero entre ellos existiría una estipulación a favor de terceros con sustento en el mencionado artículo 504 del Código Civil (Bueres, Alberto, "Responsabilidad Civil de las clínicas y de los establecimientos médicos", p. 32; Trigo Represas, Félix A., "Derecho de las Obligaciones", t. 5, p.647; C.N.Civ., Sala "F", E.D. 82 489; Sala "G", ídem. 95 568). 

A mayor abundamiento, agrego que la responsabilidad de la clínica, sanatorio u hospital en que es atendido el paciente se fundamenta en una obligación de garantía de la conducta de los dependientes, subordinados, sustitutos en la ejecución de la prestación, por lo que responde por la diligencia con que estas personas deben realizar la prestación. 

Por otro lado, cabe recordar que la naturaleza contractual de la responsabilidad no se altera ni cambia por el juego de las complejas relaciones jurídicas que se establecen entre las entidades asistenciales, las obras sociales o prestadoras de salud. Reitero, que suele invocarse, en estos casos, la figura de la estipulación a favor de terceros conforme lo establece el art. 504 del Código Civil (véase Sala "F" en causa R. n° 461.628 del 08/11/2006 y jurisp. allí citada). 

Frente a las quejas esgrimidas por la actora, señalo que he sostenido también que el encuadre jurídico no se modifica por el hecho que el paciente haya sido atendido en un establecimiento público o privado, ya que existe la obligación de la entidad hospitalaria de prestar asistencia médica, la cual lleva implícita una obligación tácita de seguridad de carácter general y accesoria en ciertos contratos que requieren la preservación de las personas de los contratantes contra los daños que puedan originarse en la ejecución del contrato.Cuando la entidad se obliga a la prestación del servicio médico por medio de su cuerpo profesional, es responsable no solamente de que el servicio se preste, sino también de que se preste en condiciones tales que el paciente no sufra daño por deficiencia de la prestación prometida (conf.: Sala "F" en causa R. 303.868 del 02/02/2001, entre otras; véase también CNCiv. Sala "C" en causa libre n°202.680 del 24/04/1997 y sus citas -voto del doctor Galmarini- y más recientemente véase de la Sala "F", autos: "B., J. V. y otros c. Ciudad de Buenos Aires s/ ds. y ps.", del 29/02/2008, publicado en: Rev. L.L. del 11/07/2008, p. 7). 

En esa misma línea de pensamiento, se ha dicho que una vez que el particular accede a los servicios que ofrecen los hospitales públicos, surge una relación de carácter obligacional, caracterizada por la existencia de derechos y deberes entre el Estado y el paciente. La circunstancia de ser el Estado -sea nacional, provincial o municipal- uno de los integrantes de dicha relación jurídica no innova en la naturaleza contractual del deber jurídico, porque no hay motivos esenciales para suministrar diverso tratamiento según se trate de un establecimiento público o de una clínica privada. Es que, con independencia de la calificación administrativa que eventualmente pudiera merecer la relación del médico con el servicio de salud, se crea en forma paralela un vínculo entre el Estado y el paciente que encuadra en la órbita contractual, en la que se subsumen ciertos supuestos que no constituyen estrictamente un contrato, pero que reconocen una obligación previa que se proyecta en ese ámbito (conf.: CNCiv. Sala "G" en causa R. n°360.353 del 29/11/2002 y sus citas). 

A mayor abundamiento, cabe puntualizar que nuestro Código Civil no contiene ningún precepto de carácter general, a la manera del art. 1113, cuando se trata de responsabilidad contractual por el hecho de las cosas (conf.Félix A. Trigo Represas, "Reparación de daños por mala praxis médica", pág. 70 y sgtes.). 

Y continúa diciendo Trigo Represas que, también le cabe al médico una obligación de seguridad-resultado, por las cosas que emplea en el desempeño de su profesión, cual es el de asegurar el efecto preciso de que de esas cosas de las que se sirve, no se derivarán perjuicios al paciente; de forma tal que cuando éste resulte dañado por los aparatos o instrumental utilizados, desbordando éstos la actividad del facultativo y el control material que el mismo ejercía sobre aquéllos, y por sobre todo con independencia o al margen del acto médico puro, deberán responder. Lo que no sucede en el caso particular de autos desde que no existe prueba alguna que acredite el defectuoso funcionamiento del instrumental utilizado por los facultativos, ni que estos no hubiesen obrado con la debida diligencia que les era exigible. 

En consecuencia, por lo expuesto, aunque por los fundamentos y con los alcances indicados, corresponde admitir las quejas de la demandante relativas a que el caso bajo examen y la responsabilidad de los médicos que asistieron y operaron a la actora debe encuadrarse en el ámbito, órbita contractual; y por el contrario habré de propiciar a mis distinguidas colegas que se rechacen los agravios relativos a que la acción deba respaldarse en el art. 1113, 2da parte del Código Civil, por no haberse comprobado en autos que el instrumental utilizado en la intervención quirúrgica no haya funcionado en las condiciones adecuadas. 

Además, con relación a esto último reitero que esta temática -relativa al carácter riesgoso y al supuesto mal funcionamiento del instrumental utilizado para operar a la demandante-, recién fue introducida, planteada por ella en la Alzada, al expresar agravios.Así las cosas, admitir esta queja significaría a mi criterio, y sin perjuicio de todo lo ya expuesto, modificar los términos en que fuera propuesta la demanda y, por ende, la traba de la litis, lo que llevaría a vulnerar el principio de congruencia (art. 163, inc. 6  del Código Procesal). Y ello constituye un argumento más que me mueve a proponer su rechazo. 

c) En el tercer agravio la accionante se quejó de que el juzgador haya afirmado que no se demostró la culpa de los médicos en su actuar. 

Transcribió la parte pertinente del fallo e indicó -escuetamente- que no existe consentimiento informado otorgado por la paciente a los médicos que la operaron, que no se le explicaron los riesgos del método que se utilizaría, y que no existe en la Historia Clínica ninguna anotación en este sentido. 

Con relación a ello, y en el sentido indicado por la Municipalidad de Moreno al contestar el traslado de los agravios (cfr. fs. 856 pto. 3), señalo que esta cuestión no habrá de ser considerada en esta instancia, ya que recién fue esgrimida -también brevemente- por la quejosa al alegar de bien probado (v. fs. 622/vta. último renglón y primeros renglones de fs. 623), por lo que -remitiéndome en honor a la brevedad- a lo señalado en el último párrafo del pto. b) que antecede, propicio su rechazo. 

Luego, la recurrente efectuó una descripción cronológica de las constancias de la Historia Clínica y argumentó que se le realizaron distintas ecografías de donde surgía la litiasis vesicular múltiple con muchas adherencias en la región del hilio hepático. Así, agregó que antes de la intervención quirúrgica, ya el día 23/12/98, los médicos sabían que el colédoco era de 3 mm de diámetro, y que la Dra.Fastman ".conocía la extrema delgadez del colédoco como así también las múltiples adherencias que portaba la actora, ello dadas las distintas ecografías que llevaba realizadas." (cfr. fs. 832). 

Destaco, que como señalaré más adelante, esto no es del todo acertado (v. fs. 108/vta. y 127/vta. de la Historia Clínica, que no revisten las precisiones médicas apuntadas por la apelante). 

Siguiendo esta línea, la actora sostuvo que la Dra. Fastman y su equipo conocían la dificultad de observar la vía biliar por los resultados que arrojaron los estudios y ecografías previas, lo cual les debió haber alertado acerca del riesgo que era continuar la operación con una visión tan precaria, y que igual continuaron "de manera arbitraria" con el método -laparoscópico- ".tras la comprobación [a través de la cámara de video] que las numerosas adherencias dificultaban la visibilidad con el grave riesgo que a sabiendas podía ocurrir el corte de la vía biliar, que ocurrió y es propio de este tipo de método. No así con el método a "cielo abierto"." (v. fs. 832). 

Y repitió que este daño pudo haberse evitado, si al constatar la estrechez del colédoco, se hubiese interrumpido el método laparoscópico allí y convertido de inmediato en una operación "a cielo abierto", en vez de proseguir con la laparoscopía hasta lesionarlo.Desde otro lado, la quejosa argumentó que el equipo que la operó no tenía el entrenamiento adecuado para abordar este tipo de intervenciones vía laparoscópica, y menos aún, para reparar el daño que luego le ocasionaron, y que el nosocomio accionado tampoco contaba con el instrumental adecuado para solucionarlo. 

Señalo que la accionante reiteró varias veces los conceptos y las quejas referidas en los párrafos que anteceden -algunas de las cuales ya fueron analizadas y otras lo serán al describir las pericias glosadas en autos-, y aludió también a manifestaciones vertidas por algunos de los emplazados en sus contestaciones de demanda. 

d) La apelante se agravió de que el juzgador hubiera afirmado que es la parte actora quien debe probar la culpa en estos casos. 

Transcribió parte de la sentencia, y señaló que es "jurídicamente incorrecto" imponer a la paciente como la única parte que debe probar la culpa en el accionar médico. 

Luego, reiteró quejas ya efectuadas respecto de la obligación de seguridad a cargo de los médicos, que -a su criterio- constituía en el caso una obligación de resultado: refiriéndose al resultado del funcionamiento del aparato laparoscópico, con sus elementos cortantes manejados a través de él, y no al resultado de la extirpación de la vesícula. Y, en este sentido, agregó que eran los médicos quienes debían observar si el aparato laparoscópico funcionaba correctamente antes de la operación, y si esto no era así abstenerse de utilizarlo o arbitrar los medios para su control y reparación. 

Al respecto, me remito a lo ya indicado más arriba con relación a esta temática: tanto en lo concerniente a lo extemporáneo del planteo, como así también a que no se ha comprobado en autos que el instrumental utilizado para practicarle a B.la intervención quirúrgica en cuestión tuviera algún desperfecto o funcionara mal. 

Así, agregó y reiteró que ella probó los hechos descriptos en la demanda, la incapacidad directa que padece y el nexo causal adecuado, como así también la imprudencia de los médicos respecto de la inconveniencia del método elegido y sus consecuencias. En síntesis, la culpa directa de los profesionales en el hecho bajo estudio. 

Sentado todo ello, sin perjuicio de lo ya expuesto en el pto.II respecto de que la prueba de la existencia de esa conducta culposa o negligente de los médicos corre por cuenta de quien la invoca (es decir, la parte actora), agrego -a mayor abundamiento- que estas críticas no pueden ser recibidas ya que, a mi criterio, el principio aún rector en materia de responsabilidad médica es el de que incumbe a quien ha sufrido un daño, acreditar la relación causal entre la actuación del médico y ese daño, y que el profesional actuó con impericia, imprudencia o negligencia. 

Y destaco que aun entre quienes propician el criterio de las cargas probatorias dinámicas, se ha advertido que en materia de responsabilidad civil de los profesionales del arte de curar no existen presunciones legales -generales- de culpa. Esto significa que no existe una inversión general de la carga de la prueba, de ahí se ha entendido -reitero- que la regla es que al paciente le corresponde cumplir con el imperativo procesal. Frente a las dificultades que a veces se presentan para lograr esa prueba, en esta materia cobran valor las presunciones (Roberto Vázquez Ferreyra, "Prueba de la culpa médica", p. 112, ed. Hammurabi, Bs. As., 1991), pero, como pone de resalto este autor, esto no significa que el paciente puede adoptar una posición más cómoda en la contienda, pues a él le corresponde probar todos los hechos indiciarios que luego formarán en el juez la convicción que lo lleve a tener por probada -por presunción hominis- la culpa galénica (op. y loc.cit.). 

En consecuencia, voto por el rechazo de las críticas precedentemente analizadas. 

e) La actora se quejó de que en el fallo de grado se haya afirmado "absurdamente" que la demandada tuvo una actitud generosa en el esclarecimiento de los hechos. 

Destaco que estas críticas carecen de todo asidero ya que considero que lo que en realidad y en definitiva revelan es una simple disconformidad con la sentencia apelada y con la valoración que el juzgador efectuó de la prueba rendida en el juicio. Por ello, propicio -sin más- su rechazo.

f) Respecto del enunciado como sexto agravio: "Afirma que los juicios por responsabilidad médica solo se basan en la culpa", y que según la actora esto no es así ya que el único postulado en este tipo de juicios no es el acto u omisión del profesional médico sino también el riesgo y/o vicio de las cosas de las que éstos y/o el ente asistencial se sirven; me remito -en honor a la brevedad- a lo argumentado amplia y extensamente sobre esta cuestión al analizar los agravios anteriores. 

g) En la séptima queja la demandante criticó que el señor Juez "a-quo" hubiera sostenido que los jueces no están obligados a pronunciarse sobre todas las articulaciones de las partes, sino solamente aquellas que estimen conducentes para fundar su decisión, conforme doctrina de la Corte Suprema que citó. Y sostuvo que la sentencia omitió pronunciarse sobre el riesgo de la cosa -videolaparoscopía- con que ella fue operada. 

Al respecto, señalo que sin perjuicio de la doctrina y jurisprudencia citada, considero que el juzgador sí analizó todas las pruebas arrimadas por las partes y producidas en autos, y que no se expidió respecto del carácter riesgoso del instrumental con que ella fue operada porque -como ya lo señalé- ello no fue materia de debate, sino que recién fue introducido, planteado por la apelante ahora, en la Alzada, al expresar agravios.Ello, no obstante todo lo que ya argumenté acerca de esta cuestión en los puntos que anteceden. 

En consecuencia, pido a mis distinguidas colegas que estas críticas no sean admitidas. 

h) En el octavo agravio la accionante reiteró críticas ya efectuadas respecto del análisis realizado por el juzgador acerca del actuar de los médicos y se quejó de que haya considerado que éste no merece reproche. 

Sin perjuicio de lo ya expuesto, analizaré más en detalle esta cuestión al abordar las pericias médicas glosadas en el expediente. Lo mismo cabe respecto de las quejas articuladas en el noveno agravio ("Afirma que las pericias médicas son coincidentes"). 

i) Al décimo agravio: "Afirma que esta parte no acreditó la culpa médica", me remito a todo lo ya expuesto y lo que se señalará al analizar a las pruebas periciales. 

j) Respecto de la undécima queja relativa a que el juzgador decidió que debía rechazarse la demanda contra la totalidad de los emplazados con idénticos fundamentos, cuando la responsabilidad es distinta; considero que resulta abstracto expedirse sobre la misma atento el modo en que propondré que se resuelva. 

IV.- Sentado todo ello, sabido es que la prueba relevante en estos casos está constituida por el dictamen de la pericia médica, en tanto asesora sobre temas que normalmente escapan a la formación profesional del juez. 

Dicho esto, a fs. 458/65 se encuentra glosada la pericial médica acompañada en autos por el experto designado de oficio Dr. Hugo Eduardo Di Bello. 

Luego de reseñar los antecedentes y constancias médicas obrantes en autos, la Historia Clínica de la actora y dejar sentado lo que concluyó tras el interrogatorio y el examen que le practicó a B., informó que ésta presentó antecedentes de litiasis vesicular, que a raíz de ello se le realizó cirugía por video laparoscopía en el hospital demandado.Indicó que se evidenció vesícula de paredes engrosadas, con importante proceso adherencial en el hilio hepático, se disecaron las múltiples adherencias del hilio, se ligó la arteria cística y se seccionó la misma, se disecó el conducto cístico que se clipeó y seccionó, observándose bilirragia sin poder constatar el sitio de origen, decidiéndose entonces realizar la conversión de la operación "a cielo abierto", y que en el transcurso de dicha operación se evidenció la sección del colédoco. Por ello se decidió realizar ligadura de hepático común y marcación en el mismo, para realizar reconstrucción en segundo término, lo que luego se efectuó en el Hospital General de Agudos Cosme Argerich, donde, agregó que se le practicó a la paciente una anastomosis bilio digestiva. 

Dictaminó que la vía laparoscópica utilizada fue la adecuada, ya que es la cirugía de elección en la actualidad para la realización de la operación de litiasis vesicular, y dado que la actora no presentaba ninguna contraindicación para que se realice por esta vía. También indicó que fue prudente y adecuada la conversión a cielo abierto decidida por la Dra. Fastman ante la complicación presentada, para su mejor resolución. 

Sostuvo Di Bello que, de acuerdo con el Informe de Evaluación clínica, realizado a la accionante en el Hospital Argerich, a pedido de él, con fecha 08/09/2003, aquélla fue evaluada clínicamente a través de un examen físico y los correspondientes exámenes de laboratorio y ecográficos, y que del análisis de todo ello surge que no presentaba alteraciones de relevancia al momento de su reconocimiento. 

Sin perjuicio de esto, no soslayo que el Dr. Carlos Dursi firmante de dicho informe, glosado a fs.387, indicó que la actora presentaba síntomas de reflujo y pirosis por lo que se trataba periódicamente en el Servicio de Gastroenterología del Hospital Argerich, y que presentaba como secuelas una eventración de 2 cm de ancho, en la cicatriz correspondiente a la laparoscopía, en el lado izquierdo, debido a la cual no podía realizar esfuerzos, ejercicio, etc., hasta tanto no se realice la cirugía reparadora de la misma. Indicó asimismo que esto le trae aparejada una incapacidad parcial y permanente del 10%. 

Seguidamente el perito se refirió a la vesícula biliar, a las enfermedades propias de este órgano, y a las distintas técnicas que se pueden utilizar para solucionarlas entre las que se encuentra la colecistectomía laparoscópica efectuada a la actora. Citó doctrina relativa a la misma y enunció las ventajas y desventajas que conlleva. 

Luego, el experto pasó a contestar los puntos periciales ofrecidos por las partes. Al respecto, me referiré a lo más relevante. 

Con relación a los propuestos por la codemandada Fastman el experto informó que el diagnóstico pre-quirúrgico de la paciente fue:litiasis vesicular colecistitis aguda, y que el tratamiento adecuado para superarlo era el quirúrgico, que fue el adoptado por los accionados, siendo la vía laparoscópica apta, ya que no presentaba contraindicaciones para este tipo de operación y que es la indicada actualmente en este tipo de patologías. 

Además, respondió que fue adecuada la conducta seguida por la cirujana, tras la complicación intraoperatoria, consistente en realizar la conversión a cirugía tradicional, colocar un drenaje, cubrir los planos y derivar a un hospital de mayor complejidad. 

Desde otro lado, al ser interrogado para que informara si la visión del cirujano es menor en una cirugía laparoscópica que en una convencional, contestó que no, ya que el rol del zoom del laparoscopio es ampliar la visión del campo operatorio. 

Al contestar los puntos propuestos por los otros justiciables, el experto repitió conceptos ya sentados en la primera parte del dictamen y al contestar los ofrecidos por la coaccionada Fastman. 

Propicio resulta recordar, a esta altura del pronunciamiento, que "la plena facultad del juez para la apreciación de la pericia no es discrecional pues, si bien es cierto que las normas procesales no le acuerdan al dictamen el carácter de prueba legal, no lo es menos que para desvirtuarlo es imprescindible traer elementos de juicio que le permitan concluir en el error o en el inadecuado uso que el experto hubiere hecho de los conocimientos científicos de los que ha de suponérselo dotado" (conf. Sala "A", 13.10.81, J.A. 1982 IV 236; 30.07.85, E.D. 116 383; 06.08.86 L,L, 1986 A 222, entre muchos otros; Palacio Alvarado Velloso "Código Procesal Civil y Comercial de la Nación explicado y anotado jurisprudencial y bibliográficamente", t. 8, pág.538 y sus citas; Morello Sosa Berizonce "Códigos." t. V B, pág. 455 y sus citas; Falcón " Código." t. III, pág.417 y sus citas, esta Sala, mi voto, causa libre n° 520.496 del 24-08-2010). 

A ello cabe agregar que el apartamiento de las conclusiones establecidas en el dictamen debe encontrar apoyo en razones serias, es decir en fundamentos objetivamente demostrativos de que la opinión del experto se halla reñida con principios lógicos o máximas de la experiencia, o de que existen en el proceso elementos probatorios de mayor eficacia para provocar la convicción acerca de la verdad de los hechos controvertidos, circunstancias que no se configuran en el caso de autos (Palacio, Alvarado Velloso, op. cit., págs. 538/9 y sus citas; Morello Sosa Berizonce, op.cit, pág. 455 y sus citas; Falcón, op. cit, pág. 416 y sus citas). 

Dicho esto, destaco que las críticas que formuló la actora al informe pericial (fs. 467/69 y v. asimismo fs.589/90), no pasan de ser -a mi criterio- meras disconformidades con lo dictaminado por el experto. 

Además, agrego que a fs. 484/89 y fs. 605/vta., el perito Di Bello reiteró y ratificó todo lo oportunamente informado, y recalco que en esta última pieza -frente a la impugnación formulada por la apelante a fs. 589/90-, el médico informó que: ".de los exámenes y estudios clínicos previos a la operación surge que la paciente no presentaba adherencias u otros factores predisponentes modificatorios de la anatomía regional como por ejemplo malformaciones de la vía biliar, procesos inflamatorios, etc." Destaco que el subrayado, la negrita y la bastardilla le pertenecen al experto médico, lo que en opinión resulta elocuente y categórico para sellar la suerte de los agravios esgrimidos. 

Por último, rescato que en la respuesta al Punto 10 de fs.605/vta., al requerirle al perito que informara "si el corte del colédoco hubiese sido factible, dadas las condiciones de la paciente, si se hubiese operado directamente en la forma convencional (a cielo abierto)", éste contestó que sí, agregando -no obstante- que factible significa "que se puede hacer", no que indefectiblemente suceda. 

Por último, con respecto a esta cuestión, indico que si bien no soslayo que a fs. 495/500 obra el informe acompañado por los consultores técnicos de la parte actora, las impugnaciones formuladas a la pericial de oficio sólo fueron efectuadas por su letrada y, en este orden de ideas, cabe recordar que la opinión de los litigantes no puede prevalecer sobre la del experto, máxime cuando aquellas aserciones carecen de fundamento técnico y no tienen la entidad suficiente para enervar estas últimas, ya que aun cuando el dictamen pericial no tenga carácter vinculatorio para el juez, el apartamiento de las conclusiones establecidas por el perito debe encontrar apoyo en razones serias, es decir, en fundamentos objetivamente demostrativos de que su opinión se halla reñida con principios lógicos o máximas de experiencia (conf. Palacio, "Derecho Procesal Civil", T. IV, pág. 720; C.N.Civ., Sala "E", R. 1159, del 20/9/83; íd., Sala "A", R. 3556, del 13/3/84; íd., Sala "F", L. 132.097 del 28/2/94; íd., íd., Ls. 156.750 y L. 164.398, ambos del 11/5/95; íd., íd., L. 173.957 del 29/2/96, autos: "De Benedetti, Pablo Javier c. Círculo Médico Vicente López y otros s/ds. Y ps.", del 19/02/2009, publicado en La Ley On Line, entre otros), lo cual entiendo, que en el "sub-lite" no ha ocurrido. 

A fs. 634 el señor Juez "a-quo" decidió -en orden a los motivos allí indicados-, requerir un nuevo estudio por parte del Cuerpo Médico Forense, el que obra a fs. 646/66 (véase especialmente el informe médico de fs. 655/66). 

Este nuevo dictamen resulta decisivo para la solución del presente entuerto.De allí se desprende que el perito forense dejó sentado que analizó todos los antecedentes de autos juntamente con el consultor técnico designado por la parte actora (Dr. Martín Abarrategui), y resalto que el primero señaló que integrada así la junta médica ".hemos examinado a la actora, se discutieron los aspectos técnicos de todas las cuestiones médico legales traídas a esta prueba y el suscripto puso a consideración del consultor técnico concurrente, el presente dictamen pericial oficial con las respuestas puntuales a todas las cuestiones formuladas por las partes en sus respectivos ofrecimientos de prueba." (v. fs. 655). 

El perito forense Dr. José Luis Lupi reseñó primero los antecedentes de interés médico pericial, luego dio cuenta del examen que le practicó a B., reiterando que lo hizo con "la activa participación" solamente del consultor técnico Dr. Abarrategui, dado que los otros consultores no se presentaron a pesar de estar debidamente notificados. 

Informó que la actora presenta cono secuela del evento de autos cicatriz quirúrgica transversal del abdomen superior, bajo ambos arcos costales de 26 cm de longitud total, y otra cicatriz irregular de unos 4 cm sobre el flanco derecho, de drenajes de la cavidad abdominal. Señaló que todas las cicatrices se encuentran bien curadas, sin vicios patológicos de cicatrización a nivel de piel, pero que en el nivel del tercio medio de la cicatriz, sobre la línea blanca, presenta pequeña falla eventrógena, con anillo de unos 6 cm aproximadamente, reductible y no complicada.Agregó que la actora, debido a su indicación, cumplimentó dos estudios bioquímicos seriados generales y específicos de la función hepática, realizados en el laboratorio oficial, y que de los mismos surge como dato positivo, que mantiene una eritrosedimentación en valores acelerados, discreta anemia y ligera elevación de la fosfatasa alcalina en la última muestra. 

Destacaré a continuación lo más relevante de las respuestas brindadas por el perito forense a los puntos periciales ofrecidos por las partes. 

En el punto 1 de la actora, se le requirió al Dr. Lupi que describiera los trastornos físicos que padece ésta en la actualidad y al momento del hecho, y con respecto a lo primero informó que del examen efectuado no se aprecian signos de deterioro clínico actual. 

Considero fundamental y excluyente lo que surge de la respuesta al punto 2 ("Para que conteste el experto si la visualización laparoscópica de una vesícula de paredes engrosadas e importante proceso adherencial a nivel del hilio hepático torna más prudente la vía convencional"), en cuanto indicó que esos detalles fueron observados una vez iniciada y en el curso de la cirugía videolaparoscópica, y que detectadas esas situaciones del terreno local, no existe contraindicación formal de continuar con ese método agregando que se operan a diario por vía laparoscópica colecistitis agudas con procesos inflamatorios importantes. La negrita le pertenece al experto. 

Luego, dictaminó que detectada la le sión de la vía biliar, se convirtió el procedimiento al método convencional a cielo abierto para solucionar el incidente, y que esta conducta es reconocida por la lex artis. 

No omito que el perito informó que estadísticamente existe un mayor índice de injurias quirúrgicas de la vía biliar por el método laparoscópico, aunque destaco que la diferencia estadística informada es pequeña ya que indicó que promediando los trabajos recabados de distintos autores, en nuestro medio se ubica en alrededor del 0,5%, contra el 0,2 ó 0,3% de los registrados para cirugías a cielo abierto.Sin perjuicio de esto el experto forense señaló que ".ello no invalida el método, todas sus bondades reconocidas, que hoy lo hacen de elección; ni su correcta indicación en este caso puntual." 

Por otro lado, frente a algunas de las quejas formuladas por la accionante en la presentación inicial, destaco lo expuesto por el perito Lupi a fs. 660, pto. 10, en cuanto a que no existe contraindicación alguna para que aquélla pueda gestar en relación a la cirugía reparadora que se le efectuó, como así también, lo señalado en la respuesta al pto. 11 en el sentido que la actora no tiene impedimento para desarrollar actividades deportivas o sus actividades domésticas habituales. 

Al serle requerido al perito que informara el grado de incapacidad parcial y permanente que padece la actora, indicando el porcentaje que corresponda, contestó que de acuerdo a lo que surge del examen clínico y los estudios funcionales hepáticos efectuados, el daño hepático de B. por su anastomosis bilio digestiva a siete años de la operación, "resulta mínimo", indicando que padece una hepatopatía leve, que le trae aparejada una incapacidad permanente del orden del 10%, y que la eventración implica una incapacidad temporaria y provisoria del 6%, en virtud de ser reducible a 0 mediante una exitosa reparación quirúrgica. 

Al contestar a los puntos ofrecidos por la coaccionada Fastman, el perito indicó que el cuadro de litiasis vesicular que padecía B. tiene indicación formal de tratamiento quirúrgico consistente en la colecistectomía: es decir, la extirpación de la vesícula biliar enferma. 

A fs. 661, pto.3 indicó que los datos patológicos que arrojaba el estudio ecográfico efectuado a la actora antes de la intervención era el de litiasis vesicular y que la elección de la vía laparoscópica en el caso era apta, agregando -al igual que lo hizo oportunamente le perito médico designado de oficio-, que hoy es el método de elección para estos casos, y que trae aparejadas varias ventajas que ya no admiten discusión. 

Con respecto a la actitud asumida luego de ocurrido el accidente por la cirujana Fastman, señaló que fue la más adecuada, remarcando que ocurrido ese "incidente desafortunado", y ante las condiciones de la enferma y/o la imposibilidad de contar con infraestructura técnica y/o humana para resolverlo en ese momento y lugar; la conducta de convertir, drenar y derivar a la paciente a un centro de mayor complejidad resulta inobjetable, y que "empíricamente" puede afirmarse que esa actitud de la médica emplazada seguramente fue lo que permitió la actual sobrevida y estado satisfactorio de la actora. 

Agrego, que más adelante el experto informó que al momento del traslado al Hospital Argerich, la herida estaba cerrada, que la paciente fue derivada afebril, en condiciones clínicas estables y que se encontraba cubierta por antibióticos, no consignándose signos de infección en actividad. 

Además, el perito forense sustentó su dictamen con citas de distintos autores nacionales y extranjeros. 

En el punto 5 de fs.663 ("¿Cuáles son las probables conductas alternativas una vez producida la lesión de la vía biliar?"), Lupi contestó que corresponde convertir a cielo abierto (método convencional), y si están dadas las condiciones anatómicas (vía biliar de calibre adecuado) y se tiene el entrenamiento técnico adecuado lo ideal es reparar en ese mismo acto la lesión, teniendo en cuenta el tipo y la altura de la injuria producida, pero que ante la imposibilidad anatómica como en el caso (vía biliar fina) una de las opciones reconocidas es ligar o drenar la vía biliar a la espera de su dilatación y reparación en un segundo tiempo. Y esta fue la conducta adoptada en el "sub-lite" por la cirujana Fastman. 

Cabe señalar la importancia superlativa de la pericia del Cuerpo Médico Forense. Esta prueba adquiere un valor significativo, dado que el Cuerpo Médico Forense es uno de los auxiliares de la justicia que prevé el art. 52 del dec.-ley 1258/58, cuyo asesoramiento pueden requerir los magistrados cuando circunstancias particulares del caso así lo hagan necesario (art. 63 inc. c), "in fine", del decreto-ley citado), por lo cual, su informe no es sólo el de un perito, ya que se trata del asesoramiento técnico de auxiliares de la justicia cuya imparcialidad y corrección están garantizadas por normas específicas y por medio de otras similares a las que amparan la actuación de los funcionarios judiciales (CS, Fallos 299:265; CNCiv. Sala "I", expte. n° 2218/02 del 23-03-06, esta Sala, expte. n° 64.725/2002 del 02-03-09, mi voto, causa libre n° 533.761, del 09-03-2010, entre muchos otros). 

Además, la sana crítica, aconseja, como principio, la aprobación del parecer del experto, conclusión que adquiere mayor firmeza cuando se trata del Cuerpo Médico Forense, es decir, de un cuerpo especialmente elegido y entrenado para colaborar con el magistrado en estos menesteres (CNCiv., Sala "F", 05/02/98, jurisp. Cám. Civ., Isis, sum.0011367). 

A mayor abundamiento, destaco que la apelante no impugnó el informe pericial acompañado por el Cuerpo Médico. Lo que resulta relevante, a mi entender, si se tiene en cuenta que su consultor técnico estuvo presente cuando el forense examinó a la señora B., y conforme lo expuesto por este último, tuvo una participación activa. 

Valoro esta actitud de la recurrente en los términos del artículo 163, inciso 5°  del Código Procesal (Peyrano, "Valor probatorio de la conducta procesal de las partes", L.L., 1979-B-1049; Masciotra, "La conducta procesal de las partes. El principio de colaboración y los deberes del juez", E.D., 209-846; CNCiv., Sala "F", L.n°206.039 del 27-06-80, esta Sala, expte. n° 76.643/2001 del 25-03-09, etc.). 

Por último, con relación a la prueba pericial no puede dejar de recordarse que, en procesos como el presente, en el que se ventila la responsabilidad derivada de la mala praxis médica, adquiere una especial significación desde que resulta ser, en la generalidad de los casos, "la probatio probatissima" (conf., Sala "F", causa libre n°392.208, del 30/08/04, y sus citas), máxime en el caso de autos en que además, de haberse llevado a cabo el informe por parte del perito médico designado de oficio, se agrega el dictamen del Cuerpo Médico Forense y todos ellos son coincidentes en el sentido de que no hubo impericia por parte de los galenos que intervinieron y asistieron a la actora. 

Desde otro ángulo, es de señalar que a efectos de evaluar la situación de cada una de las responsabilidades, debe colocarse el juez en la situación de las partes en el momento en que los hechos ocurrían, pues la mirada retrospectiva de todo lo que pudo haberse hecho no ayuda a resolver la temática.Deben colocarse el abogado y el juez en el lugar y tiempo en que el médico actuó y preguntarse si éste lo hizo por uno de los caminos posibles, si fue aceptable la conducta médica en el marco de las circunstancias que rodeaban al caso en esa oportunidad concreta, etc. Pues es fácil el análisis "ex post facto", conociendo ahora el desenlace (conf.: Sala "F", causa libre nº 285.413 del 14/06/2000, etc.). Por tanto y no advirtiéndose que desde el punto de vista clínico y sobre todo quirúrgico los facultativos hubieran obrado con negligencia, de compartirse mi opinión, las quejas esgrimidas por la actora no habrán de ser admitidas y propiciaré a mis distinguidas colegas que se confirme el rechazo de la demanda decidido en primera instancia. 

En definitiva, lo que resulta sustancial para resolver el caso bajo estudio y sellar la suerte del recurso, es que de las constancias médicas y de los dos informes periciales obrantes en autos, se ha comprobado que -en contraposición a lo sostenido por la recurrente-, los médicos que la operaron no tenían conocimiento antes de la cirugía de las adherencias que ella presentaba a nivel del hilio hepático, y que éste conocimiento surgió recién en plena intervención quirúrgica. 

En este sentido, agrego además que la apelante confundió a lo largo de todo el escrito de apelación la existencia de múltiples adherencias abdominales que surgían, se visualizaban en los estudios previos, con las adherencias a nivel del hilio que recién pudieron ser observadas por los profesionales durante el acto operatorio. 

En síntesis, considero que se ha comprobado en autos, que lo que ocurrió durante la intervención de la señora B. fue una complicación quirúrgica, que no fue consecuencia de un obrar negligente o imprudente de los médicos, ni tuvo que ver con el uso inadecuado o imprudente del instrumental utilizado, ni éste estaba dañado o en estado defectuoso.En este sentido, señalo además que la apelante parece olvidar que toda intervención quirúrgica supone asumir los riesgos propios que tiene todo tratamiento invasivo y, por tanto, ser producto de complicaciones diversas que, como se señaló, en el caso se debieron a que la vesícula tenía paredes engrosadas y un importante proceso adherencial a nivel del hilio hepático, lo que produjo la dificultad de identificación de la vía biliar, y la consecuente sección del colédoco de un "calibre tan delgado" (véase resumen de la historia clínica del Hospital Mariano y Luciano de la Vega de Moreno citada en la pericial de oficio de fs. 458/vta. y fs. 459/vta., véase asimismo informe del Cuerpo Médico Forense de fs. 663, pto. 5 y fs. 665 pto. 10). 

En definitiva, las consideraciones apuntadas son de su ficiente entidad y gravedad como para propiciar el rechazo de los agravios formulados, que no han logrado conmover las consideraciones apuntadas por el sentenciante. 

V.- Por todo lo expuesto, si mi voto fuese compartido por mis distinguidas colegas propongo que se confirme la sentencia recurrida en todo cuanto decide y ha sido materia de agravios. Las costas de Alzada se imponen a la parte actora que resulta vencida. 

Las Dras. Mabel De los Santos y Elisa M. Diaz de Vivar adhieren por análogas consideraciones al voto precedente. Con lo que terminó el acto, firmando los señores jueces por ante mi que doy fe. Fdo: Fernando Posse Saguier, Mabel De los Santos y Elisa M. Diaz de Vivar. Ante mi, María Laura Viani (Secretaria). Lo transcripto es copia fiel de su original que obra en el libro de la Sala. Conste. 

MARIA LAURA VIANI 

Buenos Aires, noviembre de 2.010. 

Y Visto: 

Lo deliberado y conclusiones establecidas en el Acuerdo precedente, el Tribunal Resuelve: 1) Confirmar la sentencia de primera instancia en todo cuanto decide y ha sido materia de agravios. 2) Imponer las costas de Alzada a la actora por aplicación del principio objetivo de la derrota (artículo 68 del Código Procesal). 3.a - A efectos de conocer en los recursos de apelaciones deducidos a fs. 740, 742, 744, 745 y 762 por considerar altos y bajos los honorarios regulados en la sentencia de grado anterior, se tendrá en consideración la naturaleza del asunto, el mérito de la labor profesional, apreciada por la calidad, eficacia y extensión de los trabajos realizados, las etapas procesales cumplidas, el resultado obtenido, la trascendencia jurídica, moral y económica del litigio, teniendo en cuenta que habiéndose rechazado la demanda se toma como monto del juicio el que se reclama en la demanda y las pautas normativas de los arts. art. 6, 7, 8 , 9, 10 , 19 , 37, 38  y cc. de la ley n°21.839 t.o.24.432 . 

En consecuencia, por ser equitativos los honorarios regulados a la Dra. Regina Claudia Frey de Ceroli, letrada patrocinante de la parte actora (perdedora) quien presentó alegato, se los confirma. Por resultar reducidos los fijados al letrado apoderado del co-demandado Agüero (ganador), Dr. Julio Roberto Albamonte, quien alegó, se los eleva a la suma de pesos . ($.). Por resultar elevados los fijados al ex letrado apoderado por la misma parte, Dr. Martín H. Troiani, por su acreditación de personería de fs. 80, presentación de bonos de fs.142, cédulas varias y renuncia de fs.227, se los reduce a la suma de pesos . ($.). Por no resultar elevados los fijados a la letrada apoderada de la co-demandada Municipalidad de Moreno (ganador), Dra.Gladys Mabel Mestre, teniendo en cuenta que hiciera uso de su derecho de alegar, se los confirman. Por no resultar elevados los fijados al letrado patrocinante de la co-demandada Fastman (ganadora), Dr. Rubén Gustavo Casset, se los confirman. Por resultar elevados los fijados a los letrados apoderados de la citada en garantía (gandor), Dres. Eduardo Esnaola y Rojas y Silvina V.Luna -en conjunto- por su actuación en parte de la segunda etapa y teniendo en cuenta que no presentaron alegato, se los reducen a la suma de pesos . ($.) y se los discrimina en este acto: la suma de pesos . ($.) al Dr. Esnaola y Rojas y la de pesos . ($.) a la Dra. Luna, quien participara de la audiencia de fs. 711. Finalmente, por resultar elevados los fijados al ex letrado apoderado de la citada en garantía, Dr. Víctor Enrique Romano, quien participó de la etapa postulatoria hasta su renuncia de fs. 235, se los reducen a al suma de pesos . ($.). 

b. Asimismo, y en cuanto a los peritos intervinientes, se ponderará la naturaleza de las peritaciones realizadas, calidad, importancia, complejidad, extensión y mérito técnico-científico de las mismas, monto económico comprometido, proporcionalidad que deben guardar estos emolumentos en relación a los de los letrados actuantes en el juicio (conf. C.S.J.N.; FALLOS: 239-123, 243-96 entre otros y art. 478  del CPCCN).- 

Por resultar reducidos los fijados al perito medico, Dr. Hugo Eduardo di Bello, por su informe pericial de fs. 458/65 y contestaciones de fs. 484/89, 517/vta.y 605/vta. se los eleva a la suma de pesos . ($.). Por resultar equitativos los fijados a la perito psicóloga, Lic. Sandra Beatriz Chicco, por su dictamen de fs. 184/6 y contestación de impugnaciones de fs. 450/vta. se los confirma. Por resultar elevados los fijados al consultor médico, Dr. Alejandro Alfredo Bergalli, por la presentación de su informe de fs. 495/500, el que fuera presentado conjuntamente con el Dr. Martín Víctor Abarrategui, al cual no se le han regulado emolumentos, se los reduce a la suma de pesos . ($.). Por no resultar elevados los fijados al consultor medico, Dr. Ricardo Dodero, por su informe obrante a fs. 571/4 se los confirma. 

c.- Finalmente, por la labor profesional realizada en esta instancia, que culminó con el dictado de la presente, regúlanse los honorarios de la Dra. R. G. Frey de Ceroli en la suma de pesos . ($.); los del Dr. J. R. Albamonte en la suma de pesos . ($.); los de la Dra. María Alejandra Grimaldi letrada apoderada de la co-demandada Municipalidad de Moreno, en la suma de de pesos . ($.); y los del Dr. E. Esnaola y Rojas, en la suma de de pesos . ($.; conf. art. 14  de la ley de arancel). 

Regístrese, notifíquese y devuélvase.- 

FERNANDO POSSE SAGUIER 

MABEL DE LOS SANTOS 

ELISA M. DIAZ de VIVAR 

MARIA LAURA VIANI
